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AL SENADO DE PUERTO RICO: 

La Comisión de Seguridad Pública y Asuntos del Veterano, previo estudio y consideración, tienen bien a someter a este Alto Cuerpo su Informe Final, para la Resolución del Senado 104 con sus hallazgos, conclusiones y recomendaciones.
ALCANCE DE LA MEDIDA

Conforme surge de su título, la Resolución del Senado 104 ordena a la Comisión de Seguridad Pública y Asuntos del Veterano del Senado de Puerto Rico a realizar una investigación en relación a la implementación de la Ley 32-2020, que pretendía proteger los fondos del Sistema de Emergencias 9-1-1, evitar incumplimiento con leyes federales y proteger la vida y seguridad de los individuos, así como investigar las razones por las cuales la Autoridad de Asesoría Financiera y Agencia Fiscal emitiera una certificación de incumplimiento con el Plan Fiscal, toda vez que el fondo del Sistema de Emergencias 9-1-1 se nutre de cargos a individuos y no del fondo general.
ANÁLISIS DE LA MEDIDA
Sin duda alguna al enfrentar una situación de emergencia no sabemos cual será nuestra reacción al intentar buscar socorro o auxilio.  En esos momentos críticos el tiempo transcurrido puede ser crucial y hasta en ocasiones representar la diferencia entre la vida o la muerte.  Por tanto el servicio de emergencia del 9-1-1 tiene la ardua y difícil labor de ser el primer punto de contacto en todo el país para cualquier emergencia que pueda ocurrir. Tal como se desprende de la Exposición de Motivos de la presenta Resolución esta Agencia opera con recursos propios, producto de cargos que se cobran a teléfonos celulares, residenciales o comerciales, tanto alámbricos como inalámbricos en Puerto Rico, lo que convierte a este negociado en uno autónomo y autosuficiente, no dependiendo así del Fondo General.

El 22 de diciembre de 1994 se aprobó la Ley 144, conocida como “Ley de Llamadas 9-1-1”, la cual establecía que el Sistema de Emergencias 9-1-1 se creaba “para viabilizar el establecimiento de los medios y tecnologías dentro de las agencias de Seguridad Pública para atender rápida y eficazmente las llamadas de emergencias de la ciudadanía mediante la implantación del “9-1-1” como número telefónico universal para dicho fin, y como medida de propulsar una mejor calidad de vida para Puerto Rico”.
El 9-1-1, a su vez, está bajo la directa supervisión de la Comisión Federal de Comunicaciones (FCC, por sus siglas en inglés). Lo que implica que los servicios que brinda el 9-1-1 tienen que ser transparentes, constantes y sobre todo confiables.  A través de los años han sido varias las legislaciones que inciden de forma directa con este tan importante recurso.  El gobierno federal legisló nuevamente y en el año 2008 se aprobó el “New and Emerging Technologies 9-1-1 Improvement Act of 2008” o “NET 911 Improvement Act of 2008”, en la cual se reafirma que los recaudos obtenidos por concepto de los servicios del Sistema de Emergencias 9-1-1, deben ser utilizados única y exclusivamente para estos fines.
Puerto Rico estuvo en cumplimiento con dicha legislación y regulación federal hasta que, en el año 2014, se comenzaron a transferir fondos del Sistema de Emergencias 9-1-1 al fondo general, para otros asuntos no relacionados con el sistema de emergencias. Esta acción ha llevado a un disloque financiero en las arcas de dicho Sistema, y ha puesto en riesgo el acceso de Puerto Rico a fondos y programas federales para mejorar la infraestructura de telecomunicaciones y del Sistema de Emergencias 9-1-1.
En aras de proteger los fondos, evitar incumplimiento con la legislación federal y garantizar la seguridad de la ciudadanía con respecto al Sistema de Emergencias del 9-1-1 se realizo legislación a través de la Ley Núm. 32-2020.  Sin embargo, luego de la firma de la Gobernadora Hon. Wanda Vázquez Garced y de convertida en ley, el Gobierno de Puerto Rico, por conducto de la Autoridad de Asesoría Financiera y Agencia Fiscal, sometió a la Junta una certificación que disponía que la Ley 32-2020 no era compatible con el plan fiscal. Ante esta certificación, la Junta de Supervisión Fiscal, en carta fechada el 17 de julio de 2020 acogió la recomendación y paralizó la Ley 32-2020 hasta tanto el gobierno atendiera las alegadas inconsistencias con el Plan Fiscal. 

Al presente, el Gobierno no ha contestado las interrogantes ni ha producido información que sostenga su argumento a la Junta de Supervisión Fiscal. El Senado de Puerto Rico desconoce las razones por las cuales la Autoridad de Asesoría Financiera y Agencia Fiscal, posterior a la firma de la Ley, emitió una certificación de no conformidad con el Plan Fiscal. Como hemos reiterado anteriormente, los fondos que nutren el Sistema de Emergencias 9-1-1 provienen de cargos a individuos y no del fondo general.
Ante esta situación, se hace imperativo ordenarle a la Comisión de Seguridad Pública y Asuntos del Veterano realizar una investigación en relación a la implementación de la Ley 32-2020 o en su defecto las justificaciones para la inacción sostenida hasta el presente con respecto a tan importante asunto.
ALCANCE DEL INFORME
Para el análisis de la R. del S. 104, la Comisión de Seguridad Pública y Asuntos del Veterano del Senado de Puerto Rico, recibió memoriales explicativos de la Autoridad de Asesoría Financiera y Agencia Fiscal de Puerto Rico (AAFAF), Communication Workers of America – Local 3010, Departamento de Desarrollo Económico y Comercio (DDEC), Departamento de Seguridad Publica – Negociado de Sistema de Emergencias 9-1-1, Departamento de Hacienda, Oficina del Contralor de Puerto Rico y de la Oficina de Gerencia y Presupuesto (OGP).  
Igualmente, se solicitaron comentarios al Departamento de Justicia, pero, al momento de redactar este Informe, estos no han remitido sus comentarios. A continuación, un resumen de los argumentos esbozados.  
En adición, la Comisión sostuvo Vistas Públicas los días 10 y 19 de agosto de 2021, las cuales se detallan en este informe. 
AUTORIDAD DE ASESORIA FINANCIERA Y AGENCIA FISCAL DE PUERTO RICO (AAFAF)
La Autoridad de Asesoría Financiera y Agencia Fiscal de Puerto Rico (AAFAF) mediante memorial explicativo expresó que tiene sumo interés en colaborar con la Asamblea Legislativa en la evaluación de los proyectos de ley que tienen impacto fiscal, de índole programática y de gerencia administrativa, así como con toda la legislación que tenga impacto sobre la delicada situación fiscal en que se encuentra el Gobierno de Puerto Rico.

Según dispuesto en la Ley 2-2017, conocida como la Ley de la Autoridad de Asesoría Financiera y Agencia Fiscal (“Ley 2”), la Autoridad de Asesoría Financiera y Agencia Fiscal (“AAFAF”) fue creada con el propósito de actuar como agente fiscal, asesor financiero y agente informativo del Gobierno de Puerto Rico, sus agencias, instrumentalidades, subdivisiones, corporaciones públicas y municipios, asumiendo así las responsabilidades de agencia fiscal y asesoría anteriormente ejercidas por el Banco Gubernamental de Fomento para Puerto Rico. 

Además, la Ley 2 establece a la AAFAF como el ente gubernamental encargado de la colaboración, comunicación y cooperación entre el Gobierno de Puerto Rico y la Junta de Supervisión y Administración Financiera para Puerto Rico (“JSF”). A tales fines, la Ley 2 dispone que la AAFAF: (i) estará encargada de la supervisión, ejecución y administración del Plan Fiscal aprobado y certificado a tenor con PROMESA (ii) velará por que todos los entes del Gobierno de Puerto Rico cumplan con el Plan Fiscal y (iii) supervisará todos los asuntos relacionados con la reestructuración, renegociación o ajuste de cualquier obligación existente o futura, y los planes de contingencia para cualquier obligación existente o futura del Gobierno de Puerto Rico.

En términos generales, estos indican que la AAFAF ha cumplido con las exigencias de la JSF, cada vez que se cuestiona la propiedad de alguna legislación aprobada por la Asamblea Legislativa. En cuanto a la Ley 32-2020, han sido enfáticos en certificar que, excepto por la Sección 3, todas las demás disposiciones de dicha Ley son consistentes con el Plan Fiscal certificado. Por lo tanto, el Gobierno de Puerto Rico se reafirma en que ha cumplido cabalmente con los requisitos dispuestos en la Ley PROMESA y las directrices de la JSF e incluyen como referencia el certificado Sección 204 (a)(2)(A) enviado a la JSF en cumplimiento con las disposiciones de la Ley PROMESA, así como el intercambio de cartas entre el Gobierno y la JSF sobre el particular. 

Por otra parte, en términos de las transferencias de fondos cobrados que debieron ser dirigidos al Negociado se indica que, según surge de una carta del entonces Gobernador Ricardo Rosselló Nevares enviada al Comisionado Sr. Michael O’Rielly de la Comisión Federal de Comunicaciones (“FCC”, por sus siglas en inglés), en 2016 se redirigieron $243,100.00 para beneficio de un programa administrado de la Compañía de Comercio y Exportación. En ese sentido, se sugiere muy respetuosamente, que se solicite el insumo que pueda proveer la OGP, así como el Departamento de Seguridad Pública de Puerto Rico, para propósitos del historial detallado de transferencias de fondos destinados en su origen al Negociado y que se requieren por esta Honorable Comisión. Asimismo, se recomienda que se solicite la posición del Departamento de Justicia para que aborde la temática sobre posible violación de legislación y reglamentación federal. 
COMMUNICATION WORKERS OF AMERICA – LOCAL 3010
Por medio de comunicación escrita, el grupo de Communication Workers of America- Local 3010, sometió sus comentarios.  Establecen en la misma que, como es de conocimiento de todos, el 9-1-1 tiene la ardua y difícil tarea de ser el primer punto de contacto en toda la Isla para cualquier emergencia que pueda ocurrir. El Negociado opera con recursos propios, producto del cargo de $0.50 centavos o $1.00 dólar que se cobran a teléfonos celulares, residenciales o comerciales en Puerto Rico. 
Los ingresos del 9-1-1 ascienden a unos 21 millones de dólares, el presupuesto funcional (el presupuesto asignado para el normal funcionamiento del 9-1-1) rondaba los 9 millones de dólares. El restante de los ingresos ($12 millones) se dividía en varios renglones, según establecía la Ley 144-1994 (Ley que creó el 9-1-1); para los gastos individuales de las agencias de seguridad en la atención de llamadas del 9-1-1, entre otros. El 9-1-1 nunca había pasado por una situación donde las obligaciones excedieran los ingresos hasta que el gobierno de Puerto Rico comenzó a utilizar fondos en asuntos no relacionados al 9-1-1. Como modo de ejemplo, el 9-1-1 dejo de pagar la remesa a los municipios integrados creando así una crisis en el tiempo de respuesta. 
Luego nos mencionan la legislación aplicable y correspondiente desde inicios del Sistema de Emergencias hasta el 2008, según establecido en la Exposición de Motivos de la presente medida.  El 9-1-1 estuvo en cumplimiento hasta que se transfirieron sus fondos ($24 millones) al fondo general que se utilizaron gastos no relacionados al 9-1-1. Esto llevó a que el 9-1- 1 dejara de pagarle a los municipios integrados y a las agencias de respuesta, según entiende la organización se había advertido. Por tal razón el 9-1-1 perdió elegibilidad a la hora de competir y solicitar ayudas federales (grants) y tampoco cumplió con los programas de mejoras como Next Generation 9-1-1 (NG9-1-1), fondos, que podrían ser utilizados en la modernización de la plataforma e infraestructura del sistema según ha establecido la FCC en el informe del Goverment Accountability Office del 2013. Este informe, también le recomienda al Congreso que fortalezca las restricciones al uso de fondos 9-1-1. 
El Gobierno Federal ha sido enfático al brindar recomendaciones referentes a las acciones que los centros 9-1-1 pueden tomar para mejorar su seguridad, operaciones y financiamiento, en efecto estipuló en su reunión el 29 de abril de 2015, que los recursos económicos de los sistemas de emergencias 9-1-1 deben ser estables y dedicados única y exclusivamente para este servicio además de ser transparentes y estar sujetos a auditorias constantes. Esto, ya que los cambios tecnológicos se dan de manera tan veloz que si los sistemas 9-1-1 no tienen fondos para actualizarse se vuelven obsoletos y demoran el tiempo de respuesta. 
A modo de proveer datos esenciales, durante el año 2010 dos terceras partes de las llamadas recibidas en los sistemas de emergencia 9-1-1 en Estados Unidos y sus territorios, provienen de equipos móviles (240 millones de llamadas).  No obstante, el 40% de dichas llamadas no indicaban una localización exacta de la emergencia. Esto llevó a la FCC a ordenar a las compañías de telecomunicaciones a trabajar con la implementación de una nueva plataforma llamada E-911 (Enhanced 9-1-1) la cual permitiría que el telecomunicador del sistema 9-1-1 pueda ubicar en tiempo real, la emergencia facilitando así los procesos.  Además, se implementó la plataforma NG9-1-1 que integra los sistemas de datos digitales Internet Protocol (IP) ya sean voz, fotos, videos o textos; lo cual permitiría un sistema más rápido y flexible con habilidad para reaccionar y adaptarse a los nuevos tiempos sin perder calidad. En la actualidad, Puerto Rico, solamente ha implementado el sistema de textos. 

El 9-1-1 no ha podido cumplir con toda la tecnología requerida debido a la falta de fondos asignados, un asunto que la Ley 32-2020 resuelve. Estas tecnologías, también ayudarían a reducir drásticamente las llamadas clasificadas como 7 dígitos (llamadas que no son emergencias), reduciría el tiempo de respuesta y agilizaría el manejo de emergencias.  Por otro lado, para lograr todo esto, el gobierno federal también ha recomendado mejores formas de supervisión y administración para los Servicios 9-1-1. En el 2015, la división de Safety Communications del Homeland Security (SAFECOM) y el National Council of Statewide Interoperability Coordinators (NCSWIC), prepararon una guía sobre gobernanza y efectividad administrativa para los sistemas de emergencias. La prioridad de ambas dependencias, es contar con un sistema de seguridad pública eficiente y eficaz. Estas dependencias federales, evaluaron diversos sistemas de emergencias en Estados Unidos cuyas características sirven como modelos para los demás estados y territorios, en conclusión es un sistema muy parecido al que existía en Puerto Rico antes de que entrara en vigor la Ley 20-2017.
En efecto, la Ley 32-2020, enmienda el artículo 5.05 (f) y el artículo 5.06 de la Ley Núm. 20 de 2017, conocida como “Ley del Departamento de Seguridad Pública” y el artículo 2.01 de la Ley Núm. 26 de 2017 “Ley de Cumplimiento con el Plan Fiscal”. La Ley 32 prohíbe que los fondos del 9-1-1 se utilicen para cualquier otro propósito excepto aquellos previstos por la ley o regulación federal. Por lo tanto, la Ley 32 no permite que dichos fondos sean desviados para utilizarlos en otros fines que no sean la atención de llamadas de emergencias. En adición dicha ley tiene las herramientas necesarias para detener las renuncias masivas que hoy ascienden a (92), algo que viene ocurriendo desde el año 2018, creando un aumento en el tiempo de llamadas en espera. 

Es decir, con la implementación de la Ley 32-2020, se puede garantizar que los fondos 9-1-1 sean distribuidos a las agencias de respuesta siguiendo una estructura que va acorde a las regulaciones y reglamentación federal.   Por otro lado, La ley 32 pretendía excluir al 9-1-1 de la ley 26-2017 “Ley de cumplimiento con el Plan Fiscal” ya que la implementación de dicha ley aplicó reducciones en beneficios de los empleados creando un éxodo de la fuerza trabajadora, aumentando así el tiempo de llamadas en espera.   Por tanto, es de suma importancia permitir que la Ley 32-2020 entre en vigor en su totalidad. Esto garantizará que los recursos del 9-1-1 sean utilizados de acuerdo con la ley federal para: (1) garantizar que el Negociado pueda actualizar sus sistemas, e infraestructura (2) reducir el increíble éxodo de telecomunicadores capacitados con experiencia y personal administrativo debido a las medidas de reducción injustificadas, y (3) asegurarse de que los fondos están debidamente distribuidos y disponibles para así proteger nuestros sistemas de emergencia y salvar vidas. 
Para concluir, la entidad indica que las emergencias ocurren a diario, los ciudadanos no conocen los números de teléfono de los servicios específicos que necesitan para atender su situación, sea un cuartel, bomberos o cualquier otra ayuda.  En cambio, el ciudadano sabe marcar el 9-1-1. Con la implementación en su totalidad de la Ley 32-2020, podemos volver a tener un sistema 9-1-1 ágil y que responda a tiempo. Podemos retener a nuestros trabajadores con experiencia. Podemos tener una estructura organizada de distribución de fondos que cumpla con todas las leyes y regulaciones federales y así no perder la oportunidad de ser elegibles a fondos federales para mejorar el sistema tecnológico del 9-1-1. 

DEPARTAMENTO DE DESARROLLO ECONOMICO Y COMERCIO
El Departamento de Desarrollo Económico y Comercio (DDEC) por virtud del Plan de Reorganización Núm. 4 – 1994, es la entidad llamada a implementar y supervisar la ejecución de la política publica en cuanto al desarrollo económico de Puerto Rico, incluyendo la relacionado a la industria, el comercio, el turismo, el cine, los servicios, el cooperativismo, entre otros sectores.  Asimismo, es preciso destacar que el Departamento fue creado con la visión de modernizar la economía de Puerto Rico, expandir sus fronteras, armonizando los adelantos de la ciencia, la tecnología y la informática.
En torno a la medida de referencia se hace constar el merito de la misma y coinciden con la necesidad de realizar la investigación contemplada.  Entendiendo que la protección de los fondos del Sistema de Emergencia del 9-1-1 es un asunto de gran interés público, por el impacto que tiene en la operación y funcionamiento de este sistema, del cual dependen la vida y seguridad de los puertorriqueños.  No obstante, el DDEC entiende respetuosamente que no tiene competencia sobre los asuntos que atienden la presente medida.  Recomiendan de primer plano solicitar los comentarios de la AAFAF y del Departamento de Seguridad Publica, agencias con el conocimiento y pericia necesaria para poder atender responsablemente este asunto.
Posterior al memorial explicativo, la agencia sometió un memorial suplementario el día 24 de junio de 2021 en donde especifica información adicional sobre la transferencia que el Sistema de Manejo de Emergencias 911 alegadamente realizo en el ano 2016 a la Compañía de Comercio y Exportación (“CCE”) por la cantidad de $243,100.00.  Indican que luego de examinar el Informa del Contralor de Puerto Rico se percataron que el 15 de marzo de 2016 se hizo una transferencia por dicha cantidad al Departamento de Hacienda como pago por concepto de “Fondo de Empleos”.  Este Fondo de Empleos se refiere al Fondo de Promoción de Empleo y Actividad Económica creado en virtud del Articulo 19 de la Ley 66-2014, mejor conocida como “Ley Especial de Sostenibilidad Fiscal y Operacional del Gobierno”, según enmendada.  Conforme a lo dispuesto en dicho estatuto, la CCE era la entidad encargada de custodiar dicho Fondo de Empleos, mas no así del Departamento de Hacienda.   
No empece lo anterior, según surge del propio Informe del Contralor, el Departamento de Hacienda es quien recibe y contabiliza los depósitos del Fondo de Empleos mediante cuenta especial para luego ser desembolsados a las entidades gubernamentales correspondientes, entre las cuales se encuentra CCE.  Consonó con lo anterior, se comunicaron con la Oficina de Contabilidad y Finanzas de la CCE, quien indicó que ese dinero pagado por Sistemas de Emergencias 911 por la cantidad de $243,100 no fue recibido en la CCE.  Asimismo, informaron que, a la fecha de hoy, ese Fondo de Empleos no cuenta con balance alguno a nombre de la CCE.  En vista de lo anterior, sugieren que se indague directamente con el Departamento de Hacienda quien, de acuerdo con el Informe de la Oficina del Contralor, es quien recibe y contabiliza, en una cuenta especial, los dineros destinados para el referido Fondo de Empleos.
DEPARTAMENTO DE SEGURIDAD PUBLICA (DSP)

La Ley 20-1017, según enmendada, conocida como la “Ley del Departamento de Seguridad Publica de Puerto Rico”, creo el Departamento de Seguridad Publica (en adelante DSP), para reorganizar, reformar, modernizar y fortalecer los instrumentos de seguridad pública a nivel estatal e incrementar su capacidad, eficiencia y efectividad.  Entre los Negociados adscritos al DSP, se encuentra el Negociado de Sistema de Emergencias 9-1-1 (en adelante, NSE9-1-1-), el cual tiene entre sus deberes y obligaciones la dirección y administración de la prestación del servicio de atención de llamadas del público al 9-1-1 y la distribución de dichas llamadas a los Negociados del DSP, otras agencias o instrumentalidades, Municipios integrados, otros proveedores de servicios de emergencias o cualquiera otro que sean autorizados por el DSP para su eficaz atención.
El Departamento de Seguridad Pública (DSP) analizó cambios sustanciales que provoca la aprobación de la Ley 32-2020 en la administración y operación del NSE9-1-1.  De primera instancia, la Sección 1 enmienda el inciso (f) del Articulo 4.05 de la Ley 20-2017 para expresamente prohibir que los recaudos del servicio 9-1-1, sean destinados al Fondo General y a otras cuentas del NSE9-1-1, que no sea la “cuenta especial” de la agencia.  Es decir, los recaudos tienen que mantenerse en la cuenta especial para uso exclusivo del NSE9-1-1, y no pueden ser reasignados ni transferidos a gastos no relacionados al a recepción y despacho de llamadas.  No existen reparos con lo anterior, debido a que actualmente se realiza de dicha forma, lo cual es cónsono con la reglamentación federal.
Por otro lado, el siguiente cambio que se presenta es la enmienda al Articulo 4.06, la cual establece “La distribución y uso de los fondos recaudados por concepto de cargos a los abonados telefónicos”.  El Inciso (a) especifica los conceptos permitidos a ser pagados con los recaudos del Sistema 9-1-1: 

· pago y adiestramiento al personal asignado directamente a trabajar con el NSE9-1-1,

· mejoras tecnológicas, 

· migración para el servicio Next 9-1-1 (correctamente conocido como Next Generation 9-1-1 o NG 9-1-1),

· para sufragar o reembolsar gastos directamente atribuibles a la recepción y atención de llamadas de emergencia y llamadas de atención ciudadana, despacho y prestación de los servicios de primera intervención en dichas emergencias, y reclamos de atención o prestación de servicios y la administración de dichos servicios de emergencia o de atención a la ciudadanía. 
El Inciso (b) presenta un cambio sustancial al limitar la discreción del Secretario en la distribución de los fondos recaudados por concepto de cargos a los abonados del servicio telefónico.  En consecuencia, el inciso (c) establece la nueva distribución de fondos: 

· No más del 10% de los recaudos para la reserva de contingencia; 

· No más de un 10% para expansión de servicios y reemplazos de equipos y sistemas;

· No menos del 55% para las operaciones regulares del NSE 9-1-1; 

· No menos de 25% para pagar el servicio prestado por compañías sean privadas o públicas, para brindar servicios de ambulancia y acuerdos colaborativos con los municipios que así lo soliciten para la compra de ambulancias y el adiestramiento del personal de emergencias.


Luego de analizar los términos fiscales la totalidad de lo dispuesto en el Articulo 4.06, se entiende que la limitación porcentual no afecta negativamente  la administración ni operación del NSE9-1-1, ya que, de mantenerse los recaudos, podrían muy bien distribuirse de tal manera. La Sección 3 de la Ley 32-2020 prospectivamente exime al NSE911 del cumplimiento con la Ley   26-2017, conocida como “Ley de Cumplimiento con el Plan Fiscal”.  Esto es así ya que las disposiciones de la Ley 26-2017, según enmendada, conocida como “Ley de Cumplimiento con el Plan Fiscal” aplica al NSE9-1-1 desde el 29 de abril de 2017 hasta la fecha de aprobación de la Ley 32-2020, antes citada.  Es decir, durante dicho termino, el NSE 9-1-1 viene obligado a transferir al Departamento de Hacienda la aportación de ahorros producto de la reducción de gastos, si alguno.  No obstante, debido al uso restricto de los fondos, no aplica al NSE 9-1-1.

Finalmente, la Sección 4 de la Ley 32-2020 enmienda el Artículo 16 de la Ley 3 de 2017, Ley para Atender la Crisis Económica, Fiscal y Presupuestaria para Garantizar el Funcionamiento del Gobierno de Puerto Rico, para excluir al NSE911 de la aportación de ahorros producto de la medida de reducción de gastos contemplados en la Ley 3-2017, y;  La Sección 5 de la Ley 32-2020, enmienda el Artículo 19 de la Ley 66-2014, Ley Especial de Sostenibilidad Fiscal y Operacional del Gobierno de Puerto Rico, para excluirlo también de aportar al Fondo General para la promoción de desarrollo económico mediante el Fondo de Promoción de Empleo y Actividad Económica. 

Tanto la Sección 4, como la Sección 5 de la Ley 32-2020, antes citada, tienen la intención de proteger los fondos de los recaudos del NSE 9-1-1 para ser utilizados únicamente en aquellos servicios dirigidos a la recepción y despacho de las llamadas al sistema 9-1-1 conforme sostiene la legislación federal aplicable.  Por otro lado, la Junta de Supervisión Fiscal (JSF) ha reiterado que entiende las regulaciones que cobijan al NSE9-1-1 y en consecuencia ha expresado su compromiso para permitir el uso de fondos según legislación aplicable.  De igual forma, establecen que es inconsistente la referida legislación con el Plan Fiscal, por lo que, cuestiono a la Autoridad de Asesoría Financiera y Agencia Fiscal (AAFAF) por la alegada inconsistencia con el Plan Fiscal.

En síntesis, de mantenerse los recaudos el NSE9-1-1 puede solventar la distribución de fondos conforme a los parámetros establecidos en la Ley 32 para la distribución del presupuesto.  De igual forma, la referida Ley esta alineada a la legislación federal, la cual establece que los recaudos obtenidos por concepto de los servicios del Sistema de Emergencia 9-1-1, deben ser utilizados únicamente en garantizar la provisión y estabilidad de los servicios del 9-1-1 y de telecomunicaciones.  Asimismo, la JSF entiende que las reglamentaciones que cobijan al NSE9-1-1 y ha expresado su compromiso de permitir el uso de fondos según dispuesto en la legislación aplicable. 
DEPARTAMENTO DE SEGURIDAD PUBLICA – NEGOCIADO DE SISTEMA DE EMERGENCIAS 9-1-1

Si bien el Departamento de Seguridad Pública sometió sus comentarios como brazo rector del Negociado del Sistema de Emergencia 9-1-1, estos sometieron como componente individual su memorial explicativo.  En este, indican que,  la Ley 32-2020, tiene la intención de garantizar que el uso de los cargos 9-1-1 se utilicen conforme a la regulación federal vigente.  La referida ley es cónsona con la regulación federal y garantiza la autonomía fiscal del NSE911 mediante la prohibición del uso de dichos cargos para propósitos no relacionados a la administración y operación del NSE 911.


Por lo tanto, reafirman que la referida enmienda está alineada a la legislación federal, la cual establece que los recaudos obtenidos por concepto de los servicios del Sistema de Emergencia 9-1-1, deben ser utilizados únicamente para garantizar la provisión y estabilidad del servicio del 9-1-1 y de telecomunicaciones
. Es decir, los recaudos de los cargos telefónicos 9-1-1 tienen que mantenerse en la cuenta especial para uso exclusivo del NSE911, y solo pueden ser atribuidos a gastos relacionados a la recepción, despacho de llamada y la respuesta a la emergencia.  


Al presente, se mantiene el cumplimiento con la enmienda el inciso (f) del Art 4.05 de la Ley 20-2017, ya que el presupuesto del NSE911 se utiliza únicamente en las administración y operación del Sistema 9-1-1, lo cual es cónsono con la reglamentación federal.   La Sección 2 de la Ley 32-2020, enmienda el Artículo 4.06 de la Ley 20-2017- “La distribución y uso de los fondos recaudados por concepto de cargos a los abonados telefónicos”. 

El Inciso (a) especifica los conceptos permitidos a ser pagados con los recaudos del Sistema 9-1-1: 

· pago y adiestramiento al personal asignado directamente a trabajar con el NSE9-1-1,

· mejoras tecnológicas, 

· migración para el servicio Next 9-1-1 (correctamente conocido como Next Generation 9-1-1 o NG 9-1-1),

· para sufragar o reembolsar gastos directamente atribuibles a la recepción y atención de llamadas de emergencia y llamadas de atención ciudadana, despacho y prestación de los servicios de primera intervención en dichas emergencias, y reclamos de atención o prestación de servicios y la administración de dichos servicios de emergencia o de atención a la ciudadanía. 


Aquí, debemos comentar que las referencias a “llamadas de atención ciudadana” se refiere a “Tu línea de Servicios de Gobierno 3-1-1” que previamente formaba parte del Negociado.  En virtud de la Ley 77-2019, las funciones, operaciones y servicios del sistema de atención ciudadana fueron transferidas al Departamento de Estado.  En consecuencia, se hace la recomendación a esta Honorable Comisión que evalúe la posible enmienda de excluir del texto de la Ley 20-2017 cualquier referencia al sistema de atención ciudadana para que esté atemperada a la Ley 77-2019 destacando así que desde enero de 2020 las operaciones del 3-1-1 fueron transferidas al Departamento de Estado. 


El Inciso (b) presenta un cambio sustancial al limitar la discreción del Secretario en la distribución de los fondos recaudados por concepto de cargos a los abonados del servicio telefónico.  En consecuencia, el inciso (c) establece la nueva distribución de fondos: 

· No más del 10% de los recaudos para la reserva de contingencia; 

· No más de un 10% para expansión de servicios y reemplazos de equipos y sistemas;

· No menos del 55% para las operaciones regulares del NSE 9-1-1; 

· No menos de 25% para pagar el servicio prestado por compañías sean privadas o públicas, para brindar servicios de ambulancia y acuerdos colaborativos con los municipios que así lo soliciten para la compra de ambulancias y el adiestramiento del personal de emergencias.


En el caso de este inciso (c), y luego de analizar en términos fiscales la totalidad del Artículo 4.06, se entiende que la limitación porcentual no afecta negativamente la administración ni operación del NSE911 siempre y cuando se mantengan los recaudos anuales promedios de los últimos cinco años.  Otro aspecto de suma importancia es que en teoría, las disposiciones de la Ley 26-2017 aplican hasta el 24 de marzo de 2020, fecha de aprobación de la Ley 32-2020.  Posterior al 24 de marzo de 2020, aplican las disposiciones de la Ley 8-2017, “Ley para la Administración y Transformación de los Recursos Humanos en el Gobierno de Puerto Rico, según enmendada”, sin las enmiendas que incorpora la Ley de Plan Fiscal, las cuales se encuentran en el Articulo 2.12 al 2.17.  

En síntesis, ello significaría que los empleados del NSE911 lograrían, a partir del 24 de marzo de 2020, la restitución de sus beneficios conforme fue negociado en su Convenio Colectivo.  En otras palabras, los empleados serán acreedores de los derechos adquiridos de acuerdo con el convenio tal cual.  Por ejemplo, licencia de vacaciones, licencia de enfermedad, licencia sin paga, licencias especiales, aportación del plan médico, bono de verano y navidad, uniformes, bono de asistencia, entre otros, forman parte del último convenio negociado.  Es por tanto que el Negociado es de la opinión que este impacto de la Ley 32-2020 es la razón principal por la que la Junta de Supervisión Fiscal ha expresado su inconformidad. 


Por otro lado, la enmienda al Artículo 2.01 de la Ley 26-2017, conforme a esa Sección 3 de la Ley 32-2020, tiene el efecto de excluir al NSE911 de todas las disposiciones cobijadas en dicha Ley.  Nuevamente, esto tendría el efecto de reestablecer los beneficios negociados a los empleados del Negociado y, en consecuencia, aumentar el gasto de Nómina y Costos relacionados.  Aunque reafirmamos que el NSE911 cuenta con los fondos recurrentes suficientes para mantener los beneficios previamente negociados, entendemos que debido a ese impacto es que la entonces Gobernadora de Puerto Rico, Hon. Wanda Vázquez Garced, a través de la AAFAF, certificó a la Junta que la Sección 3 de dicha Ley no era cónsona con el Plan Fiscal.


Finalmente, la Sección 4 de la Ley 32-2020 enmienda el Artículo 16 de la Ley 3 de 2017, Ley para Atender la Crisis Económica, Fiscal y Presupuestaria para Garantizar el Funcionamiento del Gobierno de Puerto Rico, para excluir al NSE911 de la aportación de ahorros producto de la medida de reducción de gastos contemplados en la Ley 3-2017, y; La Sección 5 de la Ley 32-2020, enmienda el Artículo 19 de la Ley 66-2014, Ley Especial de Sostenibilidad Fiscal y Operacional del Gobierno de Puerto Rico, para excluirlo también de aportar al Fondo General para la promoción de desarrollo económico mediante el Fondo de Promoción de Empleo y Actividad Económica. 


En conclusión, la Ley 32-2020 protege el uso de los recaudos por concepto de los cargos 9-1-1 conforme a las restricciones federales.  Los cambios que establecen las enmiendas incorporadas por la Ley 32-2020 a la Ley 3-2017, Ley 20-2017 y Ley 66-2014 protegen al Gobierno de Puerto Rico de incumplir con esas restricciones federales según divulgadas por nuestro ente regulador federal: la FCC.  Por lo tanto, reiteran su posición a favor de la incorporación de dichas enmiendas a las referidas leyes, ya que garantizan cumplir con las regulaciones federales y evitar señalamientos futuros por parte de la FCC al Gobierno de Puerto Rico.


La incorporación de esta enmienda a la Ley 32-2020 revierte la aplicación de la Ley 26-2017 sobre los beneficios negociados con la Unidad Apropiada y retrae al NSE911 a la aplicación de la Ley 8-2017 en término de los beneficios a los empleados a partir del 24 de marzo de 2020.  Esta enmienda en la apreciación del Negociado no es incongruente, ni violenta las regulaciones federales sobre el uso de los cargos 9-1-1.  Además, la consistencia en los recaudos de los cargos 9-1-1 por los pasados 10 años totalizan un promedio anual de $21.213 millones.  Para ponerlo en contexto, el gasto recurrente de nómina de los pasados 3 años promedia $7,847 anuales.  El impacto anual de esta enmienda implica un aumento de $1.277 millones aproximadamente a la nómina y costos relacionados.  

En síntesis, el impacto que genera la enmienda mantiene el gasto operacional dentro de los márgenes porcentuales dispuestos en la propia Ley 32-2020.   No obstante, lo anterior, el NSE911 no ha puesto en vigor el cumplimiento de la referida legislación, ya que la Junta sostiene que la Ley 32-2020 es contraria al Plan Fiscal según aprobado. La Junta ha indicado que no aprueba su implementación, ya que alega que la Sección 3 es inconsistente con el Plan Fiscal por aumentar en aproximadamente a $450,000 anuales la partida de gastos.  Es concluyente, entonces, que las Secciones 1, 2, 4 y 5 de la Ley 32-2020 no han sido cuestionadas por la Junta.  Como indicáramos anteriormente, dichas secciones tienen el propósito de asegurar el uso adecuado de los cargos 9-1-1 y evitar los desvíos de los cargos para otros asuntos ajenos a las operaciones y administración del Sistema 9-1-1 conforme sostiene la legislación federal aplicable.  Al parecer, la posición de la Junta se circunscribe a la Sección 3 de la ley.


Así las cosas, ante dichas contradicciones, el Negociado no está en posición fundamentada para opinar sobre la corrección o no de la certificación emitida por la AAFAF, ya que desconocemos el verdadero alcance del Plan Fiscal sobre los recaudos de los cargos 9-1-1 dado que la posición de la Junta ha sido inconsistente: por un lado, reconoce que no es parte del Plan Fiscal, y por el otro lado nos impone medidas del Plan Fiscal.  En resumen, a pesar de que el Negociado no ha podido actuar sobre la Ley 32-2020 hasta tanto la Junta y la OGP así lo dispongan, son de la opinión que la referida ley es afín a la reglamentación federal sobre el uso de los fondos.  Sin embargo, como indicaran anteriormente, para el Negociado no existe una definición clara del alcance o limitaciones del Plan Fiscal aprobado por la Junta sobre la ejecución de esa enmienda a la Ley 26-2017.  

DEPARTAMENTO DE HACIENDA

Según indica la medida en cuestión, tiene el propósito de proteger los fondos del Sistema 9-1-1 y sostener el cumplimiento con las reglamentaciones federales que disponen de la utilización de los fondos para fines exclusivos del sistema.  Se arguye, que posterior a la aprobación de la Ley Núm. 32-2020, el Gobierno de Puerto Rico, conducto de la Autoridad de Asesoría Financiera y Agencia Fiscal (AAFAF), sometió a la Junta de Supervisión y Administración Fiscal (JSAF) una certificación que disponía que el referido estatuto no era compatible con el Plan Fiscal.  Ante esta certificación, se indica que la JSAF, en carta fechada el 17 de julio de 2020, acogió la recomendación y paralizó la implementación de la Ley Núm. 32-2020 hasta tanto el gobierno atendiera las alegadas inconsistencias con el Plan Fiscal.
Es preciso establecer que el Departamento de Hacienda tiene dentro de su haber la administración de las leyes y política pública contributiva a través de la Ley Núm. 1 – 2011, según enmendada, conocida como “Rentas Internas de Puerto Rico de 2011”, la Ley Núm. 230 – 1974, según enmendada, conocida como “Ley de Contabilidad de Gobierno de Puerto Rico” y cualquier ley de materia contributiva incumbente al Departamento.
Cónsono con el propósito y pericia de la agencia, el Departamento tiene la responsabilidad de asesorar a la Rama Legislativa sobre aquellas medidas que tengan un impacto sobre el Fondo General; específicamente, aquellas que pudieran afectar de algún modo los recaudos e ingresos.  Por otra parte, cuando los proyectos pudieran tener un potencial impacto en los gastos, tales como distribuciones presupuestarias, quien ostenta la pericia para emitir comentarios es la Oficina de Gerencia y Presupuesto (OGP).  En la alternativa, de tener un potencial impacto en el plan fiscal de nuestro gobierno, la Autoridad de Asesoría Financiera y Agencia Fiscal de Puerto Rico (AAFAF) es el ente con pericia y potestad para realizar una evaluación y análisis a estos fines.  En torno a la intención sobre la medida dispuesta, la agencia entiende que no contiene disposiciones que incidan directamente sobre las leyes bajo el mandato y administración del Departamento.   En efecto, se sugiere que se consulte con AAFAF.  
De otra parte, sobre una transferencia ascendente a $243,100.00 que recibió este Departamento , el 15 de marzo de 2016, de los fondos 9-1-1 como pago por concepto del Fondo de Promoción de Empleo y Actividad Económica.  Esto a la luz de que la Compañía de Comercio y Exportación indica que es el Departamento de Hacienda era la agencia responsable de custodiar dichos fondos de empleo.  Luego de revisar las transacciones registradas en el sistema financiero, PRIFAS, se identificó un ingreso de $243,100.00 en la cifra de cuenta contable 294-01700000-081-2015, con fecha del 28 de marzo de 2016.  La descripción de la transacción que aparece en PRIFAS sugiere que correspondía a una aportación de la Junta de Gobierno del 9-1-1.  Además, cabe mencionar que la misma aparece contabilizada con el número de la agencia 0170000.  Este número corresponde a la OGP, por los que los fondos estaban asignados en el sistema a esa agencia.
De igual modo, es pertinente aclarar que la cifra tuvo vigencia desde el 1 de julio de 2014 hasta el 30 de junio de 2018.  En ese sentido, cualquier ingreso que aún tenga reflejado esa cifra de cuenta contable no podría ser utilizado por no tener vigencia.  En todo caso, se tendría que realizar una petición a la JSAF para que autorice el uso de fondos de años fiscales anteriores, aunque la Ley Núm. 55-2019 prohibió que el Departamento realizara transferencias de los fondos de 9-1-1 a la Compañía.  En otras palabras, ya no es posible realizar cualquier transferencia pendiente.
Ante esto, se hace hincapié que el sistema del Departamento de Hacienda no refleja transferencia o desembolso adicional al previamente mencionado por la cantidad de $234,100.00.  Consecuentemente, se recomienda que se confirme con la OGP esta información, en consideración a que dicha entidad gubernamental debe tener el detalle de cualquier distribución que se haya realizado, si alguna, ya que los fondos están asignados a dicha agencia.
OFICINA DEL CONTRALOR DE PUERTO RICO

En lo que respecta a la Oficina del Contralor de Puerto Rico (OCPR) y el asunto relacionado con esta Resolución bajo estudio, señalan que el 21 de octubre de 2020 se publicó el Informe Especial CP-21-03. Resultado de la investigación relacionada con el desvío de los fondos recaudados para el Sistema de Emergencias 9-1-1 del Negociado de Sistemas de Emergencias 9-1-1 (Antes Junta de Gobierno del Servicio 9-1-1) (Unidad 3220 – Investigación OALIL-I-2019-06).  En el informe especial se expresa que el Sistema de Emergencias 9-1-1 se estableció en Puerto Rico mediante la Ley 144-1994, Ley de Llamadas 9-1-1, según enmendada, con el propósito de contar con un número telefónico universal para atender las llamadas de emergencias de la ciudadanía.  Con esta Ley también se creó la entonces Junta de Gobierno del Servicio 9-1-1 (Junta), ahora Negociado, organismo rector de este Sistema.
La Junta estuvo presidida por el superintendente de la Policía; y facultada para nombrar un director ejecutivo para la administración y cumplimiento de los trabajos, y para el control de los fondos disponibles.  Posteriormente, mediante la Ley 126-2011, se enmendó la Ley 144-1994 para facultar a la Junta a establecer, desarrollar y administrar el Sistema de Atención al Ciudadano 3-1-1 (Sistema 3-1-1), con el propósito de proveerle a la ciudadanía acceso fácil y directo a los servicios del Gobierno, y para reducir las llamadas que no son de emergencia al Sistema de Emergencias 9-1-1.
Entre las situaciones encontradas por nuestros auditores, el Informe Especial se encuentran las siguientes:

a. Además de los ingresos por los cargos a los abonados telefónicos por el Sistema de Emergencias 9-1-1, desde el año fiscal 2012 – 13, el Negociado tenía como fuente de ingresos las tarifas que cobraba a entidades gubernamentales por el Sistema 3-1-1.  Los costos de estos Sistema se establecían mediante acuerdos interagenciales y el Negociado era responsable de facturar los mismos.  Según informes del Negociado, desde la implementación del Sistema 3-1-1 (en el 2012) hasta el 30 de junio de 2019, se invirtieron, por lo menos, 116,087 horas en la atención de llamadas a dicho Sistema.  En dicho período, el Sistema 3-1-1 registro ingresos propios por $1,593,636 y gastos por $12,028,250.  Esto representó un déficit de $10, 434, 614 en la operación de dicho Sistema.  El déficit fue cubierto con los recaudos por los cargos a los abonados telefónicos por el Sistema de Emergencias 9-1-1.  Los gastos del Sistema 3-1-1 no estaban relacionados con la atención de llamadas de emergencia.
b. Del 10 de noviembre de 2014 al 8 de julio de 2016, la entonces Junta aprobó cuatro resoluciones para otorgar fondos a la Procuradora de la Mujer (OPM) y para la Escuela Heraclio H. Rivera Colon en Toa Alta (Escuela).  Según las resoluciones, dicha Junta asignó $275,700.00 para la OPM y $25,000.00 para la Escuela.  Los fondos para la OPM se utilizarían para contratar intercesores legales para el Centro de Respuesta Integrada de Apoyo y Servicios para la Mujer (CRIAS).  En caso de ser necesario, estos intercesores legales también podían ser ubicados en los tribunales de Puerto Rico.  Los fondos asignados a la Escuela serían utilizados para la remodelación de esta como parte del Programa Esta es mi Escuela autorizado mediante la Orden Ejecutivo OE-2016-025 del 16 de junio de 2016.  Del 20 de noviembre de 2014 al 24 de febrero de 2016, y del 8 de julio de 2016 al 10 de julio de 2017, el Negociado desembolsó $275,000 a la OPM y $11,672 a varios proveedores para lo establecido en las mencionadas resoluciones.  Estos desembolsos se cargaron contra la Reserva de Contingencias ($161,672) y contra el Fondo de Mecanización ($125,000).  Los desembolsos realizados por el Negociado a la OPM y a la Escuela no estaban relacionados con la atención de llamadas de emergencias.
Es menester mencionar que la Ley 144-1994 fue derogada por la Ley 20-2017, Ley del Departamento de Seguridad Pública, antes mencionada. Sin embargo, esta legislación mantuvo la prohibición de forma expresa sobre que los ingresos del Negociado por cargos telefónicos se utilizaran exclusivamente para sufragar o reembolsar gastos directamente atribuibles a la recepción y atención de llamadas de emergencia y llamadas de atención ciudadana, despacho y prestación de los servicios de primera intervención en dichas emergencias, y reclamos de atención o prestación de servicios y la administración de dichos servicios de emergencia o de atención a la ciudadanía.  
También el Informe Especial se mencionan las siguientes recomendaciones:

1. Promover legislación para atemperar las leyes estatales con la legislación federal que rige el Sistema de Emergencias 9-1-1, y considerar el uso restricto de los recaudos por cargos a los abonados telefónicos
2. Considerar restituir al Negociado los $12,484,016, de modo que estén disponibles para ser utilizados de acuerdo con las disposiciones establecidas en la legislación federal

3. Considerar el resultado de la investigación, y cumplir con las disposiciones establecidas en la legislación federal, en cuanto al uso restricto de los recaudos por cargos a los abonados telefónicos
4. Tomar las medidas para que el Negociado cumpla con las disposiciones establecidas en la legislación federal, en cuanto  al uso restricto de los recaudos por cargos a los abonados telefónicos
5. Considerar las recomendaciones de los auditores externos, que tengan pertinencia con las operaciones actuales del Negociado, y comunicarlas a la gerencia para que se cumpla con estas 
El que haya una mejor fiscalización y la administración de la propiedad y los fondos públicos es un compromiso de todos.
OFICINA DE GERENCIA Y PRESUPUESTO (OGP)

En términos generales, es preciso señalar que la Oficina de Gerencia y Presupuesto (OGP) colabora en la evaluación de proyectos de ley que tienen impacto presupuestario en el uso de fondos públicos y de índole programáticos y de gerencia administrativa, así como de gerencia municipal en el gobierno.  En este momento, la medida que nos atañe se encuentra en la fase de estudio sobre todo lo relacionado a la implementación de la enmienda establecida mediante la Ley 32-2020, así como las razones por las cuáles la AAFAF emitió una certificación de incumplimiento con el Plan Fiscal.  Obsérvese, que la información requerida en el estudio es un ejercicio que debe proveer la mencionada autoridad y el Negociado del Sistema de Emergencias 9-1-1 (en adelante “NSE 9-1-1” o “Negociado”) a los cuáles brindamos deferencia.
En lo que respecta a la OGP, entienden que es responsabilidad traer a la atención de esta Honorable Comisión que durante el proceso legislativo de la Ley 32-2020, como el Proyecto del Senado Núm. 1059, tuvieron la oportunidad de evaluar la misma y emitir los respectivos comentarios ante la Comisión de Seguridad Pública en su cuerpo de origen.  En aquella ocasión indicaron que: “…. Luego de analizada la medida, entendemos que la misma dispone de asignaciones presupuestarias ni asuntos de naturaleza gerencial o tecnológica que corresponda al área de nuestra competencia.”  
Posterior a ello, en la etapa previa a la firma de la entonces Gobernadora, Wanda Vázquez Garced, la OGP volvió a evaluar el PS1059 y como parte de los procesos que anteceden a una medida legislativa para que se pueda convertir en ley, la agencia le solicitó al NSE 9-1-1 una certificación de impacto presupuestario.  Así las cosas, consecuentemente, además de lo previamente presentado en el informe durante su proceso legislativo en el Senado, incluyeron en el informe lo expresado por el mencionado Negociado.  A tales fines, el Negociado señaló que: “ ….la puesta en vigor de la medida de referencia tendría un impacto que conlleva un aumento en gastos de $449,200.00 y dicha cantidad no se encuentra contemplada en el presupuesto certificado para el año fiscal 2019 – 2020.  No obstante lo anterior, certifica que de firmarse el estatuto este no sería significativamente inconsistente con el Plan Fiscal Certificado.
Por único ultimo, una vez firmado el PS 1059 y convertido en la Ley 32-2020, supra, el 6 de abril de 2020, la OGP emitió una Certificación de Impacto Fiscal conforme lo requiere la Ley Federal denominada Puerto Rico  Oversight, Management, and Economic Stability Act, (“PROMESA”, por sus siglas en inglés), Pub. L. 114-187, 48 USC 2101 et seq. Donde se indicó que “….conforme certificación de impacto presupuestario del Negociado del Sistema de Emergencias 9-1-1, la puesta en vigor de la medida de referencia tendría un impacto que conlleva un aumento en gastos de $449,200.00 y dicha cantidad no se encuentra contemplada en el presupuesto certificado para el AF 2019 – 2020.”
Obsérvese que la información previamente presentada fue la ofrecida de manera consistente en todos los foros requeridos.  Ante ello y, a fin de continuar colaborando con esta Honorable Comisión en el curso de esta investigación.  Reiteran a su vez que debe consultarse a la AAFAF y al NSE 9-1-1, ya que estos se encuentran en mejor posición de ilustrar sobre los pormenores de la paralización de la mencionada Ley 32-2020, supra, a quienes se le confiere deferencia. 
VISTAS PUBLICAS
10 de agosto de 2021:


Esta vista se llevo a cabo en el Salón de Audiencias Luis Negrón López a las 10:00am y debido a las inclemencias del tiempo, el único deponente lo fue el Negociado de Sistema de Emergencias 911 (NSE911), toda vez que la Vista se concluyó únicamente con su participación. El Comisionado del Negociado, el Sr. Manuel González Azcuy, presentó la ponencia y expuso lo siguiente:

1. Que las enmiendas de la Ley 32-2020 se encuentran alineadas a la legislación federal, la cual establece que los recaudos obtenidos por concepto de los servicios del Sistema de Emergencia 911, deben ser utilizados únicamente para garantizar la provisión y estabilidad del servicio del 911 y de telecomunicaciones. Es decir, que los recaudos de los cargos telefónicos 911 tienen que mantenerse en la cuenta especial para uso exclusivo del NSE911, y solo pueden ser atribuidos a gastos relacionados a la recepción, despacho de llamada y la respuesta a la emergencia.  

2. El Comisionado aseguró que, al presente, se mantienen en cumplimiento con la enmienda el inciso (f) del Art 4.05 de la Ley 20-2017, ya que el presupuesto del NSE911 se utiliza únicamente en las administración y operación del Sistema 911, lo cual es cónsono con la reglamentación federal. 

3. Expresó que el Inciso (a) de la Sección 2 de la Ley 32-2020, especifica los conceptos permitidos a ser pagados con los recaudos del Sistema 9111: 

a. pago y adiestramiento al personal asignado directamente a trabajar con el NSE9-1-1,

b. mejoras tecnológicas, 

c. migración para el servicio Next 911 (correctamente conocido como Next Generation 911 o NG 911),

d. para sufragar o reembolsar gastos directamente atribuibles a la recepción y atención de llamadas de emergencia y llamadas de atención ciudadana, despacho y prestación de los servicios de primera intervención en dichas emergencias, y reclamos de atención o prestación de servicios y la administración de dichos servicios de emergencia o de atención a la ciudadanía. 

4. En cuanto al Inciso (b) de la Sección 2 de la Ley 32-2020, comentó que presenta un cambio sustancial al limitar la discreción del Secretario en la distribución de los fondos recaudados por concepto de cargos a los abonados del servicio telefónico.  

5. En consecuencia, el inciso (c) establece la nueva distribución de fondos:

a. No más del 10% de los recaudos para la reserva de contingencia; 

b. No más de un 10% para expansión de servicios y reemplazos de equipos y sistemas;

c. No menos del 55% para las operaciones regulares del NSE 9-1-1; 

d. No menos de 25% para pagar el servicio prestado por compañías sean privadas o públicas, para brindar servicios de ambulancia y acuerdos colaborativos con los municipios que así lo soliciten para la compra de ambulancias y el adiestramiento del personal de emergencias.

6. El Comisionado considera que, en cuanto a este inciso (c), la limitación porcentual no afecta negativamente la administración ni operación del NSE911 siempre y cuando se mantengan los recaudos anuales promedios de los últimos cinco años.

7. Detalló, además, que la Sección 3 de la Ley 32-2020 exime al NSE911 del cumplimiento con la Ley 26-2017, conocida como “Ley de Cumplimiento con el Plan Fiscal”, por lo que, posterior al 24 de marzo de 2020, aplican las disposiciones de la Ley 8-2017, “Ley para la Administración y Transformación de los Recursos Humanos en el Gobierno de Puerto Rico, según enmendada”, sin las enmiendas que incorpora la Ley de Plan Fiscal, las cuales se encuentran en el Artículo 2.12 al 2.17.

8. Lo anterior, significaría que los empleados del NSE911 lograrían, a partir del 24 de marzo de 2020, la restitución de sus beneficios conforme fue negociado en su Convenio Colectivo, como lo son: licencia de vacaciones, licencia de enfermedad, licencia sin paga, licencias especiales, aportación del plan médico, bono de verano y navidad, uniformes, bono de asistencia, entre otros, forman parte del último convenio negociado.  

9. El Negociado de Emergencias 911 considera que, es este impacto de la Ley 32-2020 lo que ha provocad que la Junta de Supervisión Fiscal haya expresado su inconformidad; no obstante, al presente, no se han expresado con total claridad sobre sus objeciones. 

10. Reconoció, que la Sección 3 de la Ley 32-2020, tendría el efecto de reestablecer los beneficios negociados a los empleados del Negociado y, en consecuencia, aumentar el gasto de Nómina y Costos relacionados.  No obstante, se reafirmó en que el NSE911 cuenta con los fondos recurrentes suficientes para mantener los beneficios previamente negociados.

11. Justificó la necesidad de mejorar salarios de los empleados debido a la fuga de profesionales al ofrecérseles salarios más competitivos en otras jurisdicciones, a pesar de que es el NSE911 quien los adiestra.

12. El Comisionado recalcó, que la Ley 32-2020 protege el uso de los recaudos por concepto de los cargos 9-1-1 conforme a las restricciones federales y que los cambios que establecen las enmiendas incorporadas por la Ley 32-2020 a la Ley 3-2017, Ley 20-2017 y Ley 66-2014 protegen al Gobierno de Puerto Rico de incumplir con esas restricciones federales según divulgadas por nuestro ente regulador federal: la Comisión Federal e Comunicaciones (FCC).  

13. En cuanto a la Ley 32-2020 explicó que revierte la aplicación de la Ley 26-2017 sobre los beneficios negociados con la anidad Apropiada y retrae al NSE911 a la aplicación de la Ley 8-2017 en término de los beneficios a los empleados a partir del 24 de marzo de 2020.  Considera, que esta enmienda no resulta incongruente ni violenta las regulaciones federales sobre el uso de los cargos 911.  

14. En cuanto a los recaudos de los cargos 911, indicó, que por los pasados 10 años totalizan un promedio anual de $21.213 millones. Esto, toda vez que, a pesar de la reducción de población, las personas mantienen su mismo número telefónico con el “787” y pagan los impuestos por él.

15. Mientras que, el gasto recurrente de nómina de los pasados 3 años promedia $7,847 anuales, por lo que el impacto anual de esta enmienda implicaría un aumento de $1.277 millones aproximadamente a la nómina y costos relacionados. 

16. El Negociado es de la opinión que el impacto que genera la enmienda introducida mediante la Ley 32-202l mantiene el gasto operacional dentro de los márgenes porcentuales dispuestos en la propia Ley. 

17. En cuanto a los gastos, explicó que son para: nómina, adiestramientos, adquisición de tecnología, ayuda a municipios.

18. Sobre esto último, reveló que recientemente el NSE911 adquirió 21 ambulancias para ser distribuidas en diversos municipios con necesidad, de manera que puedan ayudarlos en su tiempo de respuesta. Manifestó haber llegado a acuerdos con los municipios de manera que se coloque las ambulancias en puntos estratégicos del Municipio, donde el tiempo de respuesta sería extenso, para que cuando surja una llamada de emergencia, se pueda atender la situación con un menor tiempo de espera. 

19. Expuso, que estas ambulancias fueron adquiridas debido a que el NSE911 cuenta con un superávit en sus ingresos y que dichos fondos no pasan al fondo general, sino que pasan a su fondo de reserva. 

20. No obstante, lo anterior, el NSE911 aclaró, que no ha puesto en vigor el cumplimiento de la referida legislación, ya que la Junta de Supervisión fiscal sostiene que la Ley 32-2020 es contraria al Plan Fiscal, según aprobado.  

21. Explicó, que esta posición de la Junta se conoció luego de la aprobación de dicha ley en un comunicado a la AAFAF.  Sin embargo, en comunicaciones previas, la propia Junta reconoció que el NSE911 tendría garantías de que el uso de sus fondos sería de acuerdo con la legislación federal, y que el NSE911 no estaría sujeto a las medidas de austeridad impuestas en el Plan Fiscal del Gobierno de Puerto Rico.  Expuso, que así lo expresó en cartas dirigidas a la unidad apropiada del NSE911 y a la Oficina de Gerencia y Presupuesto (OGP) en un comunicado en el que aprobó una redistribución de fondos al NSE911, ambas firmadas por la Sra. Natalie Jaresko.

22. El Comisionado manifestó que, en fue en comunicación fechada 21 de agosto de 2020 que la Junta indicó que no aprobaba la implementación de la Ley 32-2020, alegando que la Sección 3 es inconsistente con el Plan Fiscal por aumentar en aproximadamente a $450,000 anuales la partida de gastos.  Asimismo, esbozó que, luego, la Junta cursó comunicaciones a la AAFAF fechadas el 30 de septiembre de 2020 y el 19 de enero de 2021 donde le requirió que expresara el por qué debe mantenerse la Ley 32-2020, aun cuando su aplicación es contraria al Plan Fiscal.

23. Resaltó, que las Secciones 1, 2, 4 y 5 de la Ley 32-2020 no han sido cuestionadas por la Junta; éstas secciones tienen el propósito de asegurar el uso adecuado de los cargos del 911 y evitar los desvíos de los cargos para otros asuntos ajenos a las operaciones y administración del Sistema 911 conforme sostiene la legislación federal aplicable, por lo que considera que la posición de la Junta se circunscribe a la Sección 3 de la ley.

24. Argumentó el Negociado que la Junta de Supervisión Fiscal actúa en contra de sus propios actos.  

25. Aclaró, que, para el presente año, al igual que el anterior, la aprobación del presupuesto del NSE911 ve reflejado la transferencia del presupuesto administrativo al Departamento de Seguridad Pública (DSP), lo cual ha complicado la eficacia del manejo presupuestario del Negociado tanto para el DSP como para el Negociado.  Es de la opinión que, esta acción presupuestaria es contraria también a la garantía de mantener los fondos de los cargos 911 en una cuenta separada de cualquier otra como expresa la Ley 32-2020.

26. A pesar de lo anterior, el Negociado de Sistemas de Emergencias del 911 expresó no estar en posición fundamentada para opinar sobre la corrección o no de la certificación emitida por la AAFAF, ya que desconoce el verdadero alcance del Plan Fiscal sobre los recaudos de los cargos 911 dado que la posición de la Junta ha sido inconsistente: por un lado, reconoce que no es parte del Plan Fiscal, mientras que, por el otro, le impone al NSE911 medidas del Plan Fiscal.  

27. Informó el Comisionado del NSE911, que, el pasado mes de junio, en conjunto con el Secretario del Departamento de Seguridad Pública, presentaron una Solicitud de Opinión al Secretario de Justicia en aras de aclarar el alcance de la aplicabilidad de la Ley 32-2020 y conocer si, en efecto, la Junta puede dejar sin efecto la Sección 3 de la Ley 32-2020 sin que medie una enmienda a la Ley 26-2017 bajo el procedimiento constitucional prevaleciente en nuestro Sistema Republicano de Gobierno.  Al presente, la solicitud de opinión se encuentra pendiente ante el Secretario de Justicia. 

28. Concluyó, la ponencia manifestando que, a pesar de que el Negociado no ha podido actuar sobre la Ley 32-2020 hasta tanto la Junta y la OGP así lo dispongan, son de la opinión que la referida ley es afín a la reglamentación federal sobre el uso de los fondos.  En cuanto a erogación de fondos adicionales, considera que sólo la Sección 3 implica un impacto económico en beneficios para el recurso humano, sin embargo, para el Negociado no existe una definición clara del alcance o limitaciones del Plan Fiscal aprobado por la Junta sobre la ejecución de esa enmienda a la Ley 26-2017.  

29. En la Vista Pública se discutieron los desvíos de fondos del NSE911 que ha realizado el Gobierno Central desde el año 2014 para asuntos que no tienen nada que ver con el Negociado, como, por ejemplo, 24 millones en el 2014, $270,000 que fueron transferidos a la Procuradora de la Mujer, $25,000 para reparaciones de una escuela en Toa Baja o $243,100 para un Programa del a Compañía de Comercio y Exportación. 

30. Manifestó que por estos desvíos que han sido señalados por la FCC, incluso, este regulador le cursó comunicaciones al entonces Gobernador, Ricardo Rosselló, indicándole que podían disminuir o eliminar los fondos federales por tales motivos. 

31. Incluso, mencionó que, debido a estos desvíos, no se les ha permitido participar para obtener cualquier ayuda federal (“grant”) del Gobierno. 

32. Mencionó, que hace 2 meses le fueron devueltos al NSE911 11.3 millones de dólares que habían sido depositados para las Agencias, esto, con ayuda de la AAFAF y la OGP.

33. En cuanto a los desvíos, el Comisionado destacó que estos debieron ser avalados por la Junta del 911 para que pudieran ser utilizados. Explicó, que él, ejerció funciones como Director Ejecutivo de la Junta hasta el año 2013 y que todos estos desvíos ocurrieron luego de su incumbencia. 

34. Informó el Comisionado del NSE911 que esperan inaugurar el sistema “Next Generation 911” en menos de 1 año, este sistema les ofrecería mayores garantías a los pueblos de la Isla, toda vez que agiliza el tiempo de respuesta.

Antes de concluir la Vista, el Presidente de la Comisión informó que próximamente estaremos retomando la atención de la Resolución mediante otra vista pública donde se citará nuevamente a la Autoridad de Asesoría Financiera y Agencia Fiscal de Puerto Rico (AAFAF) y al Departamento de Hacienda, quienes, a pesar de encontrarse presente, no expusieron sus comentarios debido a la culminación de la vista para permitirle a los funcionarios prepararse para el posible paso del sistema tropical por la Isla. Igualmente, se citará a la unión Communication Workers of America, Local 3010.

19 de agosto de 2021:

El primer deponente lo fue la Autoridad de Asesoría Financiera y Agencia Fiscal de Puerto Rico (AAFAF), el Lcdo. Hecrian Martínez Martínez, Subdirector de Asuntos Legales, presentó la ponencia y expuso lo siguiente:

1. Que en el momento que la Ley 32-2020 aún era Proyecto de Ley (PS1059), AAFAF recomendó que en lugar de enmendar el Artículo 2.1 de la Ley 26-2017, se enmendara el Artículo 4.3 para lograr los propósitos de la medida. 

2. Que como luego de aprobada una Ley, como parte del proceso, AAFAF tiene que certificar sus gastos e ingresos.

3. Explicó que, conforme lo dispuesto en la Sesión 3 de la Ley 32-2020, al excluir al Sistema de Emergencias del 9-1-1, se restauraran los beneficios marginales de los empleados lo que se traduce en un impacto de $449,000, impacto que no se encuentra presupuestado. 

4. Aclaró, que el Departamento de Hacienda esbozó que la medida no tenía un impacto en los recaudos.

5. Informó, haber emitido una certificación a la Junta indicando que la Sección 3 de la Ley 32-2020 es inconsistente porque no se encuentra autorizado en el presupuesto.

6. Resaltó, que por eso la Junta de Control Fiscal lo considera como un gasto no autorizado y determinó que el Gobierno no puede implementar dicha Ley.

7. No obstante, reveló que, el 24 de julio, mediante una comunicación, AAFAF le respondió que no toda la Ley 32-2020 es inconsistente, sino que solo la Sección 3.

8. Resaltó, que, aunque una medida sea inconsistente con el plan fiscal, PROMESA otorga la oportunidad de explicar por qué se debe implementar, a tales fines, AAFAF dirigió una comunicación a la Directora de la Junta alegando que los ingresos solo pueden utilizarse en el 9-1-1 y que se pueden implementar porque se encuentran dentro de los topes presupuestarios del presupuesto certificado. No obstante, a la Junta no les satisfizo su explicación. 

9. Trajeron a la atención de la Ilustre Comisión, la reciente paralización de la Junta de la implementación de 5 leyes. En específico mencionaron las siguientes por considerar que se relacionan al tema en discusión:

a. Ley 176-2019- que revierte la tasa de acumulación de licencias de vacaciones y enfermedad de los empleados públicos a la tasa de acumulación existente previo a la Ley 26-2017. La Junta impugnó esta ley argumentado que es inconsistente con el plan fiscal certificado porque el gobierno no proveyó un “análisis de productividad” de los empleados públicos para determinar si la nueva tasa de acumulación de licencias afectará los servicios y los recaudos. Además, alega que el aumento de vacaciones, aumenta los gastos de presupuesto. 

b. Ley 181-2019- que provee para un aumento de salario para empleados del Negociado de Bomberos y provee una fuente de ingresos para sufragar ese aumento. La Junta impugnó esta ley argumentando que el estimado de gastos e ingresos provisto por el gobierno es “especulativo” por estar basado en supuestos. La Jueza alegó que, si el dinero no se encuentra en Presupuesto, no se puede utilizar. 

10. Es por la tendencia de dichos casos, que AAFAF anticipa que la Jueza decidirá de igual forma en cuanto a la aplicación de la ley 32-2020, al considerar que es una legislación análoga. 

11. Explicó, además que, el 19 de enero, la Junta solicitó, nuevamente, que, el Gobierno certifique que no se encuentra implementando la Ley 32-2020. Aseguró que le envió una comunicación aclarándole que nunca mencionó que toda la ley era inconsistente con el Plan Fiscal y que se va a implementar todo menos la Sección 3.

12. En respuesta, la Junta remitió una nueva carta, con fecha del 25 de mayo de 2021 en la que indican que se puede implementar la Ley 32-2020 pero requiere que la Asamblea Legislativa derogue la Sección 3 de la misma para asegurarse que no la van a implementar.

13. Señaló, además, que los fondos especiales estatales son impuestos dirigidos a establecer una gestión y ahí se encuentra el presupuesto de la Junta del 9-1-1. Considera que el Plan Fiscal no se refiere solo al fondo general, sino que aplica a todo el funcionamiento del Gobierno, por lo que, si el gasto no se encuentra presupuestado, no se puede utilizar el dinero, aunque se encuentre sin utilizarse en la cuenta.

14. OGP certificó que los gastos no se encontraban contemplados en el presupuesto y que el Negociado de Emergencias 9-1-1 se iba a quedar corto para cumplir con sus obligaciones. 

15.  Se reiteró en su recomendación de enmendar el Artículo 4.3 de la Ley 26-2017, en vez del 2.1, como se encuentra actualmente. 

En segundo lugar, depuso, el Departamento de Hacienda, que estuvo representado por el Lcdo. Ángel Pantoja, Sub-Secretario y la Lcda. Jeira Belén, Auxiliar del Tesoro. Luego de dar por leída la ponencia, manifestaron: 
1. Detallaron el proceso de cómo funciona el dinero que se recauda: el registro de efectivo entra a las cuentas del Secretario de Hacienda, pero se tiene que registrar en el sistema bancario. No obstante, aclaró, que el dinero que se recauda por concepto de los cargos a los celulares, ingresa directo a las arcas del Negociado de Emergencias del 9-1-1 y no bajo las cuentas del secretario, al estos ser una entidad separada.

2. En cuánto al dinero recibido el 28 de marzo de 2016, indicó que, según la descripción que surge del sistema, constituyó una aportación autorizada por la Junta del Gobierno del 9-1-1.

3. Explicó, que el dinero que se registra en el Departamento de Hacienda tiene un número específico que cada dígito de la cifra de cuenta contable posee un significado: 294-0170000-081-2015

a. 294- Fondo de Desarrollo Económico.

Sobre este Fondo, explicó que mediante la Ley 3-2017, “Ley para Atender la Crisis Económica, Fiscal y Presupuestaria para Garantizar el Funcionamiento del Gobierno de Puerto Rico” se dispuso la aportación de las corporaciones púbicas que generan sus propios ingresos al “Fondo de Promoción de Empleo y Actividad Económica” para manejar la crisis del Gobierno. Mediante la Ley 55-2019 se enmendó la misma, para excluir de su aplicación al Negociado del Sistema de Emergencias 9-1-1, no obstante, al inicio de su vigencia sí estaba incluido por lo que le correspondía realizar aportaciones.  Por eso, según explicó el departamento de hacienda, la mencionada transacción fue legal porque al momento en que se realizó la ley no se había enmendado. 

b. 0170000- representa la agencia bajo la cual se asignaron los fondos. En este caso, el dinero se registró bajo custodia de la Oficina de Gerencia y Presupuesto (OGP)

4. Aclaró, que no se desprende del sistema que se haya realizado ningún desembolso por dicha cantidad, por lo que, para los efectos del Departamento, ese dinero continúa ahí.  Añadió que dichos fondos vencieron en el año 2018 por lo que, en estos momentos, no podrían utilizarse, salvo que se solicite extensión de vigencia y la Junta de control Fiscal imparta autorización para eso. 

5. Sobre este particular señaló, que, luego de vencidos los fondos, retornan al fondo general, y que en el caso de esta transacción del Negociado de Emergencias del 9-1-1 funciona igual, toda vez que, el importe entró a las cuentas del Secretario Del Departamento de Hacienda por lo que es parte del fondo general. 

6. En cuánto a que los fondos regresen a las arcas del Negociado de Emergencias del 9-1-1, expuso, que se requiere la autorización de la Juna de Control Fiscal. Detalló el proceso para hacerlo:

a. Realizar el planteamiento a la Junta de Control Fiscal a través de la Oficina de Gerencia y Presupuesto (OGP). La petición se realiza mediante un formulario pre-determinado. 

b. Se indica en qué parte del sistema se encuentra la cifra cuenta contable.

c. Se explica el motivo por el que expiró la vigencia y que desean que se retorne a la cuenta original. 

i. En el caso de los $243,100 aportados por el Negociado de Emergencias del 9-1-1, se menciona que en virtud de la Ley 3-2017 se realizó una aportación pero que la misma ya perdió vigor por eso se solicita que se extienda el término de la cifra cuenta contable.

d. Se menciona la razón de la necesidad para utilizarlo.

e. La Junta evalúa y determina.

f. Entonces se notifica a la Agencia.

El tercer deponente lo fue Communications Workers of America (CWA), representado por su Presidente, el Sr. Aramis Cruz Domínguez, Presidente y Sr. Luis Rivera Cardona, Vicepresidente de la Unidad 9-1-1 quienes resumieron su ponencia y expresaron: 
1. Que consideran imperativo que el Gobierno le de paso a la implementación de la ley 32-2020 en su totalidad, de manera que podamos contar nuevamente con un sistema 9-1-1 ágil, transparente y que responda a tiempo.

2. Destacó, que el Negociado opera con recursos propios, producto del cargo de $0.50 centavos o $1.00 dólar que se cobran a teléfonos celulares, residenciales o comerciales en Puerto Rico. 

3. Informó, que los ingresos del 9-1-1 ascienden a unos 21 millones de dólares, mientras que el presupuesto funcional (el presupuesto asignado para el normal funcionamiento del 9-1-1) rondaba los 9 millones de dólares. 

4. Aclaró, que el restante de los ingresos ($12 millones) se dividía en varios renglones, según establecía la Ley 144-1998 (Ley que creó el 9-1-1); para los gastos individuales de las agencias de seguridad en la atención de llamadas del 9-1-1, entre otros. 

5. Aseguró, que el 9-1-1 nunca había pasado por una situación donde las obligaciones excedan los ingresos hasta que el gobierno de Puerto Rico comenzó a desviar sus fondos para utilizarse en asuntos no relacionados al 9-1-1, particular que ha creado una crisis en el tiempo de respuesta. Indicó, que previo a eso, el 9-1-1 estuvo en cumplimiento hasta que se transfirieron sus fondos ($24 millones) al fondo general que se utilizaron en otros gastos no relacionados al 9-1-1. 

6. Considera que las transferencias de fondos constituyen una clara violación a los estatutos federales, sino que esta acción llevó a que el 9-1- 1 dejara de pagarle a los municipios integrados y a las agencias de respuesta, lo que, a su vez, provocó que el 9-1-1 perdiera la elegibilidad a la hora de competir y solicitar ayudas federales (grants) y tampoco cumplió con los programas de mejoras como Next Generation 9-1-1 (NG9-1-1), fondos, que podrían ser utilizados en la modernización de la plataforma e infraestructura del sistema según ha establecido la FCC en el informe del Government Accountability Office del 2013. 

7. Resaltó, que, la Ley 32 prohíbe expresamente que los fondos del 9-1-1 se utilicen para cualquier otro propósito excepto aquellos previstos por la ley o regulación federal, es decir, no permite que dichos fondos sean desviados para utilizarlos en otros fines que no sean la atención de llamadas de emergencias. Además, mencionó, que dicha ley tiene las herramientas necesarias para detener las renuncias masivas que hoy ascienden a noventa y dos (92), algo que viene ocurriendo desde el año 2018, lo que, a su vez, crea un aumento en el tiempo de llamadas en espera.

8. Le preocupa que, luego que la Ley 32-2020 fuera aprobada por unanimidad en nuestra legislatura y firmada por la Gobernadora Wanda Vázquez, la Autoridad de Asesoría Financiera (AAFAF), informó a la Junta de Supervisión Fiscal que no se puede implementar la Ley 32-2020 en su totalidad, alegando que, de conformidad con PROMESA, el Artículo 108 (a) (2) la Ley 32-2020 se encuentra en conflicto con el plan fiscal.  

9. Advirtió que dicha postura es totalmente incorrecta y pone en riesgo al país y enfatizó que la Ley 32 no es incompatible con la ley PROMESA. 

10. Asimismo, aludió a la Sección 7 de la Ley PROMESA la cual establece que “nothing in this Act shall be construed as impairing or in any manner relieving a territorial government, or any territorial instrumentality thereof, from compliance with Federal laws or requirements or territorial laws and requirements implementing a federally authorized or federally delegated program protecting the health, safety, and environment of persons in such territory.”  

11. Mientras que la Sección 204 (d)(2) y (3) de PROMESA, establece que “the Oversight Board shall not exercise applicable authorities to impede territorial actions taken to […] (2) implement a federally authorized or federally delegated program; (3) implement territorial laws, which are consistent with a certified Fiscal Plan, that execute Federal requirements and standards; or (4) preserve and maintain federally funded mass transportation assets.”

12. Enfatizó que, la legislación federal, en especial el “New and Emerging Technologies 9-1-1 Improvement Act of 2008” o “NET 911 Improvement Act of 2008”, delega el poder del Congreso sobre el cobro de los servicios 9-1-1 a los estados y territorios y limita el uso de dichos fondos únicamente para el sistema 9-1-1.  

13. Considera, que al 9-1-1 ser un programa creado por mandato federal bajo supervisión del Congreso y de la FCC, no debe ni puede estar sujeto al plan fiscal, pues esta autoridad contradice el mandato legislativo de PROMESA. 

14. Reiteró que, Puerto Rico, no puede desviar fondos 9-1-1 para otros fines que no sean atender el 9-1-1 y que el 9-1-1 debe cumplir con reglas y regulaciones federales que no pueden ser modificadas por PROMESA.  Por consiguiente, no es aplicable decir que la Ley 32 no cumple con el Plan Fiscal pues el 9-1-1 no puede estar cobijado bajo dicho plan por mandato expreso de PROMESA.

15. De otra parte, comentó, que, la Junta de Control Fiscal asume que el cambiar los términos y condiciones de empleo en el 9-1-1, como el aumento en días de vacaciones y enfermedad, llevará a ineficiencia, cuando la evidencia apunta a todo lo contrario.  Sobre esto, explicó que, una vez se implementaron las reducciones de beneficios en el 9-1-1, iniciaron las renuncias en masa, causando que la falta de personal e incentivos de retención se hayan salido de control.  

16. Manifestó que, el 9-1-1 ha perdido 95 telecomunicadores y varios empleados administrativos, la gran mayoría con vasta experiencia, quienes han ido a buscar mejores oportunidades de empleo dentro y fuera de Puerto Rico.  

17. Destacó que, la Ley 32-2020 fue ampliamente debatida y aprobada por unanimidad, por lo que se le debe dar paso en su totalidad y luego analizar el potencial impacto en la eficacia del sistema. 

18. Son de la opinión que, la Ley 32-2020, ha sido la única herramienta real, que ha contado con apoyo amplio y discusión seria y profunda para atender esta crisis.  

19. Además, expuso, que, la tecnología que utiliza el Negociado de Emergencias del 9-1-1 continúa obsoleta, toda vez que el sistema no se ha actualizado. Brindó como ejemplo, el caso del sistema “GPS” que con las nuevas construcciones el sistema refleja un terreno baldío; esto, como consecuencia de los desvíos de fondos.

20. En cuanto a los componentes de la Junta de Gobierno, existente en momento que se realizaron las transferencias de fondos, estos eran los directores de los componentes de seguridad pública:

a. Policía

b. Manejo de Emergencias

c. Ciencias Médicas

d. Un representante del sector privado

21. Considera que la Junta de Gobierno que autorizó los desvíos de fondos es igual de culpable de la crisis existente. 

CONCLUSIÓN Y RECOMENDACIONES
La salud y la seguridad son los temas que con mayor frecuencia vemos reseñados en los noticieros de la Isla.  Ciertamente el Sistema de Emergencias del 9-1-1 envuelve ambos aspectos puesto que la ciudadanía lo reconoce como primero en la cadena de mando al ocurrir cualquier imprevisto o situación de peligro.  Es por esto y por muchas otras razones que la Asamblea Legislativa, junto con el Gobierno Central tienen el deber ineludible que su funcionamiento efectivo, rápido y con la mejor tecnología disponible.
Según lo expresado por los deponentes en esta Resolución, la propuesta Ley 32-2020, se encarga precisamente de atender esos aspectos medulares para que los puertorriqueños y todo aquel que nos visita tenga la tranquilidad de que en caso de ser necesario, el 9-1-1 va a responder.  Las agencias pertinentes, en este caso AAFAF y OGP han expresado sus posturas, comunicaciones y soluciones al a Junta de Control Fiscal para atender este particular.  En cumplimiento con el mandato que nos impone esta Resolución se ha consultado con todos los componentes indispensables para una comprensión mas amplia de la postura oficial sobre la falta de implementación de la referida Ley 32, supra.  
Es pertinente que se haga valer no solamente dicha Ley, sino que haciendo cumplir la misma se revierte el funcionamiento del Negociado para que sea cónsono con la legislación federal y demás estatutos que al momento no se han estado cumpliendo por los pasados años.
Igualmente, recomendamos que Oficina de Gerencia y Presupuesto (OGP) realice las gestiones pertinentes con la Junta de Control Fiscal para que los fondos de $243,100 aportados por el Negociado de Emergencias del 9-1-1, en virtud de la Ley 3-2017, regresen a las arcas del Negociado de Emergencias del 9-1-1, toda vez que, vencieron en el año 2018 sin haber sido utilizados.   A raíz de lo anterior, procede solicitar la extensión de vigencia y que la Junta de control Fiscal imparta su autorización a tales fines. 

POR TODO LO ANTES EXPUESTO, la Comisión de Seguridad Pública y Asuntos del Veterano, luego del estudio y consideración correspondiente, tienen a bien someter a este Alto Cuerpo Legislativo su Informe Final sobre la Resolución del Senado 104. 
Respetuosamente sometido,

Hon. Henry Neumann Zayas





Presidente 







Comisión de Seguridad Pública 
y Asuntos del Veterano 




�   Wireless Communication and Public Safety Act of 1999, 47 USC §§609; Enhance 9-1-1 Act of 2004, 47 USC §942.





